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c) En suma, de esta jurisprudencia se desprende
que el enjuiciamiento contable que lleva a cabo el Tri-
bunal de Cuentas constituye el ejercicio de una función
jurisdiccional, plena y exclusiva, en un proceso especial
por razón de la materia. Y, en consecuencia, ha de lle-
garse a la conclusión de que la inadmisión del recurso
contencioso administrativo formulado por el recurrente,
acordada por la Sección Primera de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo, no ha vulnerado su derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva que el art. 24.1 CE
reconoce y garantiza a todos.

8. Finalmente, tanto el demandante de amparo
como el coadyuvante en este proceso constitucional han
formulado diversos reproches de inconstitucionalidad al
diseño legal del Tribunal de Cuentas en lo que respecta
al adecuado ejercicio de su función de enjuiciamiento
contable. El primero, en cuanto al estatuto legal de los
Consejeros de Cuentas y a una supuesta falta de impar-
cialidad objetiva de dicho órgano; el segundo, en cuanto
a una eventual infracción del derecho al Juez ordinario
predeterminado por la Ley (art. 24.2 CE).

Ahora bien, ha de repararse en que ni uno ni otro
han concretado en qué medida las alegadas infracciones
de la Constitución han entrañado en el presente caso
la lesión de un derecho fundamental del recurrente dis-
tinto del que ya ha sido objeto de examen en los fun-
damentos precedentes. De suerte que tales alegaciones
en realidad son más propias de un proceso constitucional
que tuviera por objeto la Ley y no de un acto judicial
de aplicación de la misma y, en última instancia, sólo
sirven de apoyo a su posición sobre la cuestión principal
antes debatida, esto es, según sostienen ambos, la natu-
raleza no jurisdiccional de la función de enjuiciamiento
contable atribuida al Tribunal de Cuentas, cuando es
la propia Constitución, como antes se ha dicho, la que
permite la atribución de dicha función jurisdiccional a
este órgano. Lo que necesariamente ha de conducir al
rechazo de lo alegado y, en definitiva, por las conclu-
siones anteriormente alcanzadas, a la desestimación del
presente recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Enrique Miret
Magdalena.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de septiembre de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

18745 Sala Segunda. Sentencia 216/2000, de 18
de septiembre de 2000. Recurso de amparo
554/97. Promovido por don Mariano Antuña
Zuazua, frente a la Sentencia del Juzgado de
Instrucción núm. 2 de Algeciras que le con-
denó por una falta de lesiones. Alegada vul-
neración del derecho a la tutela judicial sin
indefensión: Falta de agotamiento por no
interponer recurso de apelación contra la Sen-
tencia penal cuando le fue notificada per-
sonalmente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don

Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 554/97, promovido
por don Mariano Antuña Zuazua, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña María Ángeles
Almansa Sanz, asistida del Letrado don Manuel Antonio
Fernández-Mazzola Álvarez, contra la Sentencia dictada
el 15 de marzo de 1996 por el Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Algeciras, en el juicio de faltas núm. 636/95,
seguido por lesiones. Ha sido parte el Ministerio Fiscal,
siendo Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón,
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por medio de escrito, enviado por correo certi-
ficado el día 10 de febrero de 1997 y registrado en
este Tribunal el día 12 siguiente, don Mariano Antuña
Zuazua solicita el nombramiento de Procurador de turno
de oficio para interponer recurso de amparo contra la
Sentencia mencionada. Tras los trámites procesales per-
tinentes, la Procuradora de los Tribunales doña María
Ángeles Almansa Sanz formula el recurso el día 22 de
julio de 1997.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) A consecuencia de un incidente entre el aquí
demandante de amparo y el menor Óscar Fuentes Blan-
co, ocurrido en la Ciudad de Tarifa el día 9 de diciembre
de 1995, se incoaron diligencias por la Policía Local
en las que declaró el padre del menor denunciante,
haciéndose constar en el citado atestado la identificación
y domicilio del presunto agresor que resultó ser don
Mariano Antuña Zuazua, domiciliado en la Avda. de Pablo
Picasso, núm. 53, 2.o D, de la Felguera (Asturias). Las
diligencias policiales se remitieron al Juzgado de Ins-
trucción núm. 2 de Algeciras, que incoó juicio de faltas.

b) Practicadas las diligencias, sin que conste que
se tomara declaración al hoy recurrente, el Juzgado dictó
providencia señalando la celebración del juicio para el
día 14 de marzo de 1996, remitiéndose al demandante
de amparo citación por correo certificado a una dirección
en la localidad de Tarifa (Avda. de Las Gaviotas núm.
43), citación que se devolvió haciendo constar «desti-
natario ausente». Ante el resultado negativo de la dili-
gencia de citación, el Juzgado acordó librar exhorto al
Juzgado de Paz de Tarifa a fin de que procediera a citar
al actor.

c) El día 13 de marzo de 1996, por la Secretaría
del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Algeciras se exten-
dió una diligencia haciendo constar «que en el día de
la fecha, puesto en contacto telefónico con el Juzgado
de Paz de Tarifa, se nos informa que Mariano Antuña
Zuazua en el domicilio que tiene en Tarifa, Urbanización
Las Gaviotas, la residencia es temporal». Al día siguiente,
14 de marzo de 1996, se celebró el juicio de faltas,
sin que compareciera el actor.

d) El referido Juzgado, con fecha de 15 de marzo
de 1996, dictó Sentencia condenando al recurrente en
amparo, como autor responsable de una falta de lesio-
nes, del art. 582 del Código Penal (texto refundido de
1973), a la pena de diez días de arresto menor domi-
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ciliario, y al pago de 15.000 pesetas en concepto de
responsabilidad civil, y al pago de las costas procesales.
Esta resolución se notificó al demandante mediante edic-
tos en el «Boletín Oficial de la Provincia de Cádiz», el
12 de septiembre de 1996, sin que conste que llegara
a su conocimiento.

e) Posteriormente, y tras la localización del actor
por parte de la Policía Local de Santander en su domicilio
de La Felguera, el Juzgado libró un exhorto al Juzgado
Decano de Langreo a fin de que el recurrente cumpliera
los diez días de arresto menor y para que le requiriera
al pago de 15.000 pesetas en concepto de responsa-
bilidad civil, exhorto cuya práctica se acordó el día 17
de diciembre de 1996.

f) El actor compareció el 24 de diciembre de 1996
en el Juzgado en donde se le requirió para el pago de
la indemnización y el cumplimiento de la pena de arresto,
manifestando que desconocía la Sentencia condenatoria.

g) Dirigido nuevo exhorto al Juzgado de Langreo,
con fecha de 9 de enero de 1997, se procedió a su
práctica el día 13 del mismo mes y año, siéndole comu-
nicada el 4 de febrero de 1997, fecha en la que optó
por cumplir la condena y presentar recurso de amparo
ante este Tribunal.

3. El recurrente denuncia la vulneración del derecho
a obtener tutela judicial efectiva, sin indefensión, pro-
tegido en el art. 24.1 CE. Dicha lesión se habría producido
por cuanto fue condenado sin ser oído y, por tanto, sin
haber podido defenderse de las imputaciones que se
le pudieran haber hecho; en definitiva, ha sido conde-
nado sin haber tenido conocimiento «jamás» del pro-
cedimiento.

Por todo ello, solicita de este Tribunal que otorgue
el amparo, declare la nulidad de la Sentencia impugnada
y se retrotraigan las actuaciones al momento previo al
juicio.

4. Por providencias de 8 de septiembre y de 6 de
noviembre de 1997, la Sección Tercera de este Tribunal,
antes de entrar a resolver sobre la admisibilidad del recur-
so, acordó solicitar al Juzgado de Instrucción núm. 2
de Algeciras la remisión de las actuaciones correspon-
dientes al juicio de faltas núm. 636/95, incluyendo la
Sentencia dictada el 15 de marzo de 1996 y la totalidad
de las diligencias practicadas con posterioridad.

5. Por providencia de 2 de febrero de 1998, la Sec-
ción acordó admitir a trámite la demanda de amparo
y dirigirse al Juzgado de Instrucción núm. 2 de Algeciras,
una vez recibidas las actuaciones, para que, de acuerdo
con lo dispuesto en el art. 51 LOTC, se emplazara a
quienes fueron parte en el procedimiento, excepto el
recurrente en amparo, para que pudieran comparecer,
si así lo deseaban, en el presente proceso constitucional.

6. Por providencia de 20 de abril de 1998, la Sec-
ción Cuarta acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por plazo
común de veinte días, dentro del que podrían presentar
las alegaciones que estimaran pertinentes, conforme
determina el art. 52.1 LOTC.

7. Mediante escrito, registrado el 21 de mayo de
1998, el Fiscal ante el Tribunal Constitucional remite
sus alegaciones, interesando se otorgue el amparo
pedido.

Señala, en síntesis, tras recordar la transcendencia
de los actos de comunicación procesal, que, a la luz
de las actuaciones remitidas, resulta que, desde la ini-
ciación de las diligencias, queda identificado el denun-
ciado y conocido su domicilio. Sin embargo, constando
estos datos en el atestado instruido por la Policía Local
de Tarifa, el Juzgado sabe de su existencia a través de

la Policía Local de Santander en momento procesal de
ejecución de Sentencia, es decir, después de celebrado
el juicio. Anteriormente fue citado en su residencia tem-
poral de Tarifa, en la que nunca fue hallado. Una mínima
diligencia del órgano judicial debió llevarle a detectar
que tal domicilio constaba en las actuaciones en donde
debió ser citado para el acto de juicio oral. Aun cuando
no coinciden en la calle -aunque sí en el número y en
la población- el domicilio que figura en el atestado inicial
(Pablo Picasso) y en el que después se facilita (Avda.
de Italia), obvio es que si es localizado el denunciado
por la Policía de Santander, con más motivo lo hubiera
sido por la de La Felguera. La citación, pues, a través,
de la policía judicial hubiera tenido éxito si se hubiera
intentado.

Concluye el Fiscal señalando que la indefensión pade-
cida obliga a la retroacción del procedimiento al momen-
to anterior al acto del juicio oral para que éste sea nue-
vamente celebrado, una vez citado para el acto el aquí
recurrente.

8. Por diligencia de la Secretaría de la Sala Segunda
de este Tribunal, de 25 de mayo de 1998, se hace cons-
tar que no se ha presentado escrito alguno de la parte
recurrente.

9. Por providencia de 14 de septiembre de 2000,
se acordó señalar el día 18 del mismo mes y año para
la deliberación y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión a resolver en el presente recurso de
amparo consiste en determinar si en el juicio de faltas
núm. 636/95, seguido en el Juzgado de Instrucción
núm. 2 de Algeciras, en el que se dictó Sentencia por
la que se condenó al recurrente como autor responsable
de una falta de lesiones, la cual le fue notificada por
edictos, se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva, sin indefensión, que contempla el art. 24.1 CE.

2. Antes de abordar la cuestión de fondo es preciso
examinar si concurren los requisitos procesales que posi-
bilitan el amparo constitucional. Pues bien, como se seña-
laba en la STC 169/1999, de 27 de septiembre, FJ
3, de la extensa jurisprudencia de este Tribunal en rela-
ción con el mencionado precepto de nuestra Ley Orgá-
nica ha de recordarse, de un lado, que la STC 196/1995,
de 19 de diciembre, FJ 1, ha declarado que «el recurso
de amparo no es un medio ordinario de protección de
los derechos fundamentales» y, en consecuencia, que
no cabe acudir directamente a este Tribunal «sin que
los órganos jurisdiccionales hayan tenido la oportunidad
de reparar la lesión por los cauces que el ordenamiento
jurídico ofrece, ya que en otro caso se producirían dos
consecuencias no conformes con la Constitución: En pri-
mer lugar, la desnaturalización del recurso de amparo
al perder su carácter subsidiario y pasar a la primera
línea de defensa de los derechos fundamentales pre-
suntamente vulnerados en el proceso (SSTC 185/1990,
204/1990, 82/1991, 162/1991, 71/1992 y
211/1992, entre otras muchas) y, en segundo lugar,
y en correspondencia con lo anterior, una injustificada
alteración de las funciones que respectivamente corres-
ponden a los Tribunales ordinarios y a este Tribunal en
materia de defensa de los derechos fundamentales con
merma de la encomendada por la Constitución a los
primeros».

De este modo, hemos de reiterar que la protección
de los derechos y libertades a los que se refiere el art.
53.2 CE sólo puede ser demandada en esta Sede cons-
titucional cuando las vías legalmente previstas para
impugnar una resolución judicial hubiesen sido utilizadas
sin éxito, y, por tanto, los órganos jurisdiccionales no
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hubiesen reparado, pese a poder hacerlo, la lesión del
derecho o libertad fundamental denunciadas por el
recurrente. Si bien ha de tenerse presente, de otra parte,
que el deber de un previo agotamiento de la vía judicial
que el art. 44.1 a) LOTC impone a los demandantes
de amparo cuando la violación del derecho o libertad
fundamental tenga su origen inmediato y directo en un
acto u omisión judicial, ni puede conducir al empleo
de recursos manifiestamente improcedentes (SSTC
10/1998, de 13 de enero, y 201/1998, de 14 de octu-
bre, por todas) ni tampoco se identifica con la utilización
formal de los recursos legalmente previstos (SSTC
196/1995, de 19 de diciembre, y 51/2000, de 28 de
febrero). Pues sólo han de ser utilizados aquéllos cuya
procedencia se desprenda de modo claro y terminante
del tenor de las previsiones legales y, además, dada su
naturaleza y finalidad sean adecuados para reparar la
lesión presuntamente sufrida (SSTC 364/1993, de 13
de diciembre, 377/1993, de 13 de diciembre, 27/1994,
de 27 de enero, 140/1994, de 9 de mayo, 56/1995,
de 6 de marzo, y 84/1999, de 10 de mayo, entre otras
muchas). En definitiva, «el respeto a la primariedad de
la tutela de los Tribunales ordinarios reclama que se
apuren las posibilidades que los cauces procesales ofre-
cen en la vía judicial para la reparación del derecho fun-
damental que se estima lesionado, de suerte que cuando
aquéllos no han sido íntegramente recorridos el recurso
de amparo resultará inadmisible» (STC 122/1996, de
8 de julio, FJ 2, y ATC 277/1998, de 14 de diciembre,
FJ 4).

3. La aplicación de la doctrina expuesta al presente
caso ha de partir de que el recurrente, cuando tuvo cono-
cimiento de la existencia de la Sentencia condenatoria,
el 24 de diciembre de 1996, adujo que nunca había
sido citado para declarar por los hechos por los que
se le condenaba, presupuesto ineludible, a tenor del art.
971 LECrim, para la válida celebración del juicio en
ausencia. A lo que cabe añadir que tampoco se daban
las circunstancias que, según hemos expuesto, permiten
acudir legítimamente a la notificación edictal. Conse-
cuentemente se dio por notificado de la Sentencia con-
denatoria el 4 de febrero de 1997, es decir, cuando
tuvo conocimiento personal y fehaciente de su conte-
nido. Sin embargo, y pese a que en la Sentencia se
decía que contra la misma podía interponer recurso de
apelación en el plazo de cinco días que, a tenor del
art. 976 LECrim han de contarse a partir de su noti-
ficación, procedió a recurrir directamente en amparo
constitucional, dejando así pasar la ocasión de intentar
el remedio de las tachas aducidas en la vía judicial previa
que, dada la naturaleza de la apelación, era evidente-
mente posible.

En consecuencia ha de estimarse incumplido el requi-
sito a que se hace referencia en el art. 44.1 a) LOTC,
procediendo la inadmisión del amparo por tal motivo
(STC 146/1998, de 30 de junio, FJ 2).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la demanda de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».
Madrid, a dieciocho de septiembre de dos mil.—Carles

Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio
Diego González Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicen-
te Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

18746 Sala Segunda. Sentencia 217/2000, de 18
de septiembre de 2000. Recurso de amparo
2050/97. Promovido por don Emilio Jesús
Álvarez Rivero respecto a la Sentencia del Juz-
gado de lo Social de Mieres que desestimó
su reclamación de cantidad. Vulneración del
derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión: Apreciación de prescripción de una
acción laboral que incurre en error patente,
por no tomar en cuenta la petición de Abo-
gado de oficio.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2050/97, interpuesto
por don Emilio Jesús Álvarez Rivero, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María del Carmen
Olmos Gilsanz y asistido de la Letrada doña Natalia Graña
Barreiro, contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
de Mieres, de 22 de abril de 1997, dictada en autos
104/97. Ha sido parte el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Tomás S. Vives Antón, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
16 de mayo de 1997, se interpuso el recurso de amparo
que se deja mencionado en el encabezamiento y que
se fundamenta en los siguientes hechos:

a) El actor trabajó en la empresa Gracindo dos San-
tos Teixeira, C.B., desde julio de 1995 hasta el 19 de
enero de 1996.

b) Con fecha 17 de diciembre de 1996, mediante
comparecencia en el Juzgado de Mieres, el recurrente
en amparo solicitó la designación de Abogado de oficio
para litigar en reclamación de cantidad contra la empresa
citada. El órgano judicial libró oficio al Colegio de Abo-
gados de Oviedo al objeto de que procediera a su desig-
nación, según acordó en providencia de esa misma
fecha. El 3 de febrero de 1997 insistió el juzgador en
el requerimiento al no haberse realizado aún el nom-
bramiento, lo que fue atendido dos días después por
el Colegio, el 5 de febrero de 1997, designando en esa
fecha a la Letrada que debía asumir la defensa.

c) El 19 de febrero de 1997 se presentó la papeleta
de conciliación, celebrándose este acto sin efecto el día
27 del mismo mes. Se interpuso la demanda el día 4
de marzo siguiente, siendo su objeto la reclamación de
cantidad por diversos conceptos que el actor conside-
raba adeudados por la empresa como liquidación de
su contrato («parte proporcional de pagas extras, vaca-
ciones e indemnización», que se desglosaban en sus
respectivas cuantías, sumando en total 135.233 pese-
tas).

d) El Juzgado de lo Social de Mieres, en la Sentencia
que se impugna en este procedimiento constitucional,
acogió la excepción de prescripción de la acción opuesta
por el Fondo de Garantía Salarial. La resolución judicial,
en sus fundamentos de Derecho, era del siguiente tenor:

«Primero.-Independientemente de que en la
demanda no se especifica a que año corresponden


